Pronunciamiento de la señora Procuradora para la Defensa de los Derechos Humanos,  licenciada Raquel Caballero de Guevara, en torno a la urgente necesidad de reformar el marco jurídico salvadoreño a favor de las Personas Adultas Mayores

En el año dos mil dos, la Asamblea Legislativa aprobó la Ley de Atención Integral para la Persona Adulta Mayor, siendo el objeto garantizar y asegurar los derechos de las Personas Adultas Mayores desde un enfoque integral; aprobándose en ese mismo año, el Reglamento de la Ley que busca garantizar, desarrollar y facilitar la aplicación de la normativa y contribuir a la garantía de los derechos específicos de la población adulta mayor. Aunque estos avances fueron positivos, desde hace varios años la Procuraduría para la Defensa de los Derechos Humanos (PDDH) ha insistido en la necesidad de renovar el marco jurídico en la materia, por ser muy escasos los resultados obtenidos con la aprobación de esta normativa. 

En este mismo intervalo de tiempo, a nivel internacional se han adoptado compromisos e instrumentos normativos   orientados a garantizar los derechos de las personas adultas mayores, lo que refleja una mayor conciencia sobre la deuda que existe con este colectivo; entre ellas, se pueden destacar, la Declaración Política y el Plan de Acción Internacional de Madrid sobre El Envejecimiento (2002), la Carta de San José sobre los Derechos de las Personas Mayores de América    Latina y el Caribe (2012) y la Convención Interamericana sobre la Protección de los Derechos Humanos de las Personas Mayores (2015).

En este contexto y habiendo transcurrido buen tiempo desde la aprobación de la Ley de Atención Integral para la Persona Adulta Mayor y existiendo una mayor conciencia de la notable transición demográfica que experimenta el país y las  situaciones de discriminación social y violación de derechos que enfrentan las personas adultas mayores, diferentes proyectos de ley han sido elaborados y sometidos a consideración de la Asamblea Legislativa, a fin de que se adopte una normativa que cubra los enormes vacíos del marco jurídico vigente. 

El 23 de abril de 2009, esta Procuraduría —en el marco de la labor que se encuentra realizando con la Mesa sobre la Situación de los Derechos Humanos de las Personas Adultas Mayores— presentó ante la Honorable Asamblea Legislativa el Anteproyecto de Reformas a la Ley de Atención Integral para la Persona Adulta Mayor, como resultado de un esfuerzo conjunto de seguimiento, análisis y propuesta sobre tan sensible tema en nuestro país. No obstante, desde esa fecha, el pliego de propuestas de reforma se encuentra en la Comisión de la Familia, Niñez, Adolescencia, Adulto Mayor y Personas con Discapacidad, sin que registren avances en su análisis y discusión.
Frente a ese desinterés, en abril de 2016, se suma el esfuerzo de un nuevo Proyecto de Ley presentado por el Órgano   Ejecutivo, a través de la Secretaría de Inclusión Social (SIS), bajo un enfoque de derechos humanos y perspectiva de género; sin embargo, tampoco en este caso se han observado progresos en su estudio por la Comisión antes referida.  

En este mismo sentido es imprescindible recordar que en junio de 2011 la Asamblea General de la Organización de Estados Americanos (OEA) aprobó la Resolución AG/RES 2654 (XLI-0/11) “Protección de los derechos humanos de las    personas mayores”, en la cual se impulsó la creación de un grupo de trabajo —del cual formó parte nuestro país— para la elaboración del proyecto de la “Convención Interamericana sobre la Protección de los Derechos Humanos de las Personas Mayores”.

La Convención fue adoptada el 15 de junio de 2015 en la OEA y tiene por objetivo “promover, proteger y asegurar el reconocimiento y el pleno goce y ejercicio, en condiciones de igualdad, de todos los derechos humanos y libertades fundamentales de la Persona Mayor, a fin de contribuir con su plena inclusión, integración y participación en la sociedad”. No obstante, para que entre en vigor debe ser ratificada por la Asamblea Legislativa, encontrándose aún en estudio de la Comisión de Relaciones Exteriores, Integración Centroamericana y Salvadoreños en el Exterior. 

Sobre la base de lo expresado, en mi calidad de Procuradora para la Defensa de los Derechos Humanos, acompaño a las organizaciones de Personas Adultas Mayores que forman parte de la Mesa de Trabajo de esta Procuraduría y hacemos los siguientes llamados para avanzar en la construcción de un marco jurídico efectivo para garantizar los derechos humanos de este grupo poblacional:

A los Honorables Diputados y Diputadas que conforman la Comisión Legislativa de la Familia, Niñez, Adolescencia, Adulto Mayor y Personas con Discapacidad: que tengan a bien crear lo más pronto posible un equipo de trabajo con asesores  técnicos de los grupos parlamentarios que conforman la Comisión y representantes de las organizaciones de la Mesa y otras organizaciones e instituciones que abonen al análisis y discusión del Proyecto de Ley de Atención Integral para la  Persona Adulta Mayor. 

A los Honorables Diputados y Diputadas que conforman la Comisión de Relaciones Exteriores, Integración  Centroamericana y Salvadoreños en el Exterior: agilicen el estudio de la Convención Interamericana sobre la Protección de los Derechos Humanos de las Personas Mayores, para que sea sometida a su ratificación por el Pleno Legislativo.

San Salvador, 17 de mayo de 2017.

Licenciada Raquel Caballero de Guevara

Procuradora para la Defensa de los Derechos Humanos 

